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Planteamiento general 
E I propósito de estas líneas es efectuar algunas breves reflexiones sobre el gobierno local en las Américas, donde se han desarro-
1 lado interesantes experiencias descentralizadoras, el funcionamiento 
de los sistemas federal y unitario ha adquirido singulares matices, así 
como surgido experiencias enriquecedoras de la institución munici-
pal. Se partirá de dos premisas generales, una de carácter comparati-
vo y la otra de enfoque jurídico político. 
El enfoque comparativo 
Para el estudio de cualquier tema o institución jurídica es necesario 
el enfoque comparativo, pero en materia de gobierno local y munici-
pal todavía más, porque permite abordar el tema de manera integral y 
coherente. Dicho enfoque siempre es útil para examinar la estructura 
y desarrollo de las instituciones y normas que rigen a diversos países, 
pero coadyuva también a conocer mejor nuestras propias realidades al 
contrastarlas con las que privan en otras latitudes. 
* Instituto de Investigaciones Jurídicas-UNAM. 
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Gobiernos locales y descentralización 
El gran desafío para los gobiernos locales en las Américas es im-
pulsar la descentralización. Para apreciar los grados de descentraliza-
ción es preciso conocer las formas de Estado y de gobierno que los 
países del continente han adoptado, pero también su funcionamiento 
en el terreno práctico. 
Si se observa el continente se percibe que los países más extensos 
han adoptado el sistema federal, en tanto la mayoría de las naciones 
centro y sudamericanas prevalecen los estados unitarios; cabe señalar 
que los grados de descentralización que privan en tales formas de Esta-
do son harto diversos. La forma de gobierno dominante es el régimen 
presidencial a excepción de Canadá, que se inspira en el parlamenta-
rio y de otros países caribeños que fueron dominios ingleses; obvia-
mente, dichas formas de gobierno influyen también en la descentrali-
zación. En fin, la institución municipal ha adoptado en las Américas 
distintos modelos, que también presentan retos para el ejercicio de su 
autonomía. 
Los sistemas federales americano y canadiense 
Han servido los sistemas americano y canadiense de precedentes y de 
modelos en la teoría y la práctica federal, en ellos encontramos las 
dos principales técnicas que, en principio, surgieron para distribuir la 
competencia entre la federación y los estados.1 
1 Para los sistemas federales, véase M. Mousheli, Teoría jurídica del Estado federal, 
1981; VV. AA., Los sistemas federales en el Continente Americano, 1972; Leonel Ar-
menta, La forma federal de Estado, 1996; Roberto Bowie y Carl Friedrich, Estudios 
sobre el federalismo, 1958; Enoch Alberti Rovira, Federalismo y cooperación en la 
República Federal Alemana, 1986; José Woehrling, "Canada: The State of Federa-
tion", 2005, pp. 179 y ss. 
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Estados Unidos 
La Constitución de 1787 de Estados Unidos fue la primera que 
aplicó la técnica federal. Se fundó en una hipótesis real, de que hubo 
un pacto de estados preexistente que dio origen a la federación, como 
así sucedió en la famosa "transacción de Connecticut", mediante la 
cual los estados grandes se pusieron de acuerdo con los pequeños, 
tanto en representación como en órganos de gobierno.2 
El diseño del orden federal se hizo en dicha ley fundamental sobre 
una base de estricta división y separación de los poderes estatales 
entre la Unión y los estados, en el cual la instancia federal tenía com-
petencias legislativas en ciertas cláusulas específicas, con lo cual su 
competencia resultaba acotada, mientras los estados tuvieron una 
competencia residual a través de una cláusula general de subsidarie-
dad, que prescribió que todo aquello que no estaba otorgado a la fe-
deración se entendía reservado a los estados. Por eso fue normal que 
en sus inicios no hubiese conexión competencia! alguna entre las 
administraciones y las jurisdicciones federales y estatales. 
Pero el asunto se tornó todavía más complicado, porque sobre tal 
diseño actuó la Suprema Corte de Justicia de la Unión a través de 
distintas interpretaciones. 3 Imperó en los primeros años la doctrina 
del national federalism, impulsada por Marshall, que tuvo como prin-
2 Para el gobierno de Estados Unidos, veánse Martin Shapiro y Rocco J.Tresolini, 
American Constitutional Law, 1979; David Crump, Eugene Gressman y Steven 
Reiss, Cases and Materials on Constitutional Law, 1989; Edward Corwin, The 
Constitution and What it Means Today; 1954; Thomas Alpheus Mason y William M. 
Beaney, American Constitutional Law, 1972; John Nowak, Ronald Rotunda y J. Nel-
son Young, Constitutional Law; 1986; Woodrow Wilson, El gobierno congresional, 
s.a.; Joaquín Oltra, América para los no americanos. (Introducción al estudio de las 
Instituciones Políticas de los Estados Unidos), 1996; Bernard Schwartz, Los poderes 
del gobierno, 1966; Marie-France Toinnet, El sistema político de los Estados Unidos, 
1987; Laurence Tribe, American Constitutional Law, 1988. 
3 Enoch Alberti Rovira, Federalismo y cooperación ... , pp. 346 y ss. 
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cipal propósito consolidar la Unión, al hacer una interpretación ex-
tensiva de algunas cláusulas decisivas que contenían una atribución 
genérica de competencia en la Constitución, como la cláusula de 
comercio o la que autoriza a la Unión a gastar o imponer contribucio-
nes. Asimismo, hubo también interpretaciones que favorecieron los 
poderes federales, como los implied powers, resulting powers e inhe-
rents powers. En contraste con esta etapa, privó después la teoría del 
dual federalism que propició Taney, sucesor de Marshall, misma que 
caracterizó al régimen federal estadounidense desde el segundo ter-
cio del siglo XIX hasta el New Deal. Esta teoría se caracteriza por re-
saltar los derechos de los estados frente a la Unión, basándose en la 
interpretación extensiva de la décima enmienda, enfatizando la divi-
sión y la separación de las dos instancias de gobierno, esto es, se puso 
el acento más sobre el independent que sobre el coordinate. La rup-
tura definitiva de esta concepción y la creación de un new federalism 
comenzó en el gobierno de Franklin Roosevelt que, fundado en la 
política del New Deal (Nuevo trato), delineó una doctrina que en 
esencia sostuvo que el orden federal y los órdenes locales no son dos 
esferas separadas del poder, sino piezas complementarias que deben 
dirigirse a realizar aquellos objetivos públicos de común interés; di-
cha doctrina del nuevo federalismo se ha venido fortaleciendo de 
manera gradual en aquel país. 
Canadá 
Partió de un supuesto diferente: en este caso al desmembrarse el 
poder central dio origen a los estados. De este modo, en la Constitu-
ción de 1867 se dedicó la sección 91 a enumerar las atribuciones del 
poder central y la sección 92 para hacer lo propio con las provincias, 
a las que se les señaló una larga lista de atribuciones específicas y 
exclusivas; más todavía, en dichas atribuciones se insertó una cláusu-
la que también otorgó cierta intervención a los gobiernos provinciales 
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en ciertos asuntos asignados al poder federal; en la inteligencia de 
que "esta dificultad en distinguir entre unos y otros poderes no pro-
viene de un descuido de los redactores de la Constitución en la des-
cripción adecuada de los poderes que deseaban atribuir a las provin-
cias o al Dominio particularmente. Sino que deriva del hecho básico 
de que la economía de un país tan extenso como Canadá no puede 
ser susceptible de fragmentación". 4 Cabe subrayar que del fondo de 
esta solución de compromiso que se acogió en la Constitución cana-
diense, subyacieron negociaciones entre las provincias fundantes, 
una mayoría anglosajona y una minoría francófona. 
Si bien el sistema establecido por la Constitución canadiense fue 
hasta cierto punto centralizado, su desarrollo posterior dependió en 
mucho de los usos gubernamentales, de la jurisprudencia y de la pro-
pia actividad de las poblaciones fundantes. 
El Poder Judicial jugó un papel muy importante en el desarrollo 
del Estado federal canadiense. De 1867 a 1949 el comité judicial del 
Consejo Privado de la Corona, compuesto por jueces británicos que 
eran también miembros de la Cámara de los Lores, actuaba como 
corte de apelación final de los países del Imperio británico y más tar-
de de la Commonwealth; en dicha época el Comité judicial fue muy 
sensible a los derechos de las provincias, así como a la especial posi-
ción de Québec. De 1949 hasta la fecha, con motivo del estableci-
miento de la Suprema Corte de Canadá, se ha producido "el retorno 
a un punto de vista más expansivo" para los poderes federales, 5 im-
portantes decisiones de la Corte se han inspirado en la eficacia eco-
nómica del sistema y en la necesidad de imprimirle más eficacia a su 
funcionamiento. 
4 Roberto Bowie y Carl Friedrich, op. cit., 1958, pp. 407 y ss. 
5 José Woehrlig, op. cit., 2005, p. 188 
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Los estados latinoamericanos 
Los estados latinoamericanos más extensos, como ya se indicó, han 
adoptado la forma federal: México, Brasil, Argentina y en menor me-
dida Venezuela. El resto de los países de Centro y Sudamérica han 
adoptado la forma unitaria, que en principio abriga una menor des-
centralización territorial y del poder.6 
Estados federales y descentralización 
Brasil ha dado importantes pasos hacia la descentralización. La 
Constitución de 1988 entrañó un importante hito para el proceso de 
descentralización, a tal punto que en su funcionamiento institucional 
y en la práctica puede considerarse que este país ostenta en Latino-
américa el más alto grado en tal proceso. 
Desde el artículo primero de su Constitución, Brasil se define como 
una "Unión indisoluble de estados y municipios y del distrito fede-
6 Miguel Carbonell (coord.), Derecho constitucional, 2004; Comisión Europea, 
Informe estratégico regional sobre América Latina, abril, 2002; ILPES, 2004, Teoría 
económica de la descentralización y procesos latinoamericanos, octubre 2006; 
Héctor Fix Zamudio y Salvador Valencia Carmona, Derecho constitucional y 
comparado, 2005; Antonio María Hernández, Derecho municipal, 2003; Naciones 
Unidas (PNUD), Informe sobre desarrollo humano 2005, 2005; Andrew Nickson, 
Tendencias actuales de las finanzas en América Latina, 2006; Ada Piazze y Nicolás 
Flaño, Diálogo social en América Latina, 2005; Programa de Naciones Unidas para 
el Desarrollo (PNUD) La democracia en América Latina. Hacia una democracia 
de ciudadanos y ciudadanas, 2004; Marqus Rodlauer y Alfred Schipke, América 
Central: integración mundial y cooperación regional, 2005; José Rosas Aispuro y 
David Cienfuegos (coords.), El municipio en lberoamérica, 2003; Michel Rousset, 
L'action internnational des colletivités locales, 1998; José María Serna de la Garza, 
La reforma del Estado en América Latina: Los casos de Argentina, Brasil y México, 
1998; Diego Valadés y José María Serna, (coords.) El gobierno en América latina, 
2000; Salvador Valencia Carmona, Derecho municipal, 2003; El municipio en 
México y en el mundo. Primer Congreso Internacional de Derecho Municipal, 2005; 
El poder ejecutivo latinoamericano, 1979; VV. AA., Los sistemas constitucionales 
Iberoamericanos, 1992. 
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ral". Más adelante, en el artículo 23 se determinan abundantes com-
petencias comunes de la unión, los estados, el distrito federal y los 
municipios, y en el artículo 24 se enumeran diversas facultades con-
currentes de la unión, los estados y el distrito federal. En los artículos 
25 a 28 se norman los estados federales, para en los artículos 29 a 31 
regular, de manera puntual y profusa, a los municipios. Finalmente, 
dentro del título sexto, denominado de la tributación y del presupues-
to, se hace referencia en diversas oportunidades a los estados, al dis-
trito federal y a los municipios, cuyas potestades fiscales se detallan 
en los artículos 155 y 156. 
En Argentina también ha funcionado el Estado descentralizado, 
su grado puede decirse que es intermedio, habiendo experimentado 
adelantos recientes. La reforma de 1994 a la constitución de Argen-
tina ha modificado de manera sensible el régimen del gobierno lo-
cal y de los municipios, por mucho tiempo relegados. Ciertamente, 
desde hace varios años se había advertido en este país que existía un 
"federalismo devaluado" o un Estado "semifederal",7 pero con las 
reformas constitucionales de 1994 se han efectuado modificaciones 
importantes: régimen de gobierno autónomo para la ciudad de Bue-
nos Aires, artículo 129; facultades a las provincias para crear regio-
nes para el desarrollo económico y social, así como para establecer 
convenios internacionales no incompatibles con la política exterior, 
artículo 124; autonomía municipal, artículo 123; tratados parciales 
entre las provincias, contribuciones directas e indirectas copartici-
pables, artículo 75, fracción 2; facultades amplias en distintas mate-
rias económicas, artículo 125; atribución para crear bancos, con la 
autorización del gobierno federal, sin facultad de imprimir billetes, 
artículo 126. 
7 Germán Bidart Campos, "El federalismo argentino desde 1830 hasta la actuali-
dad", 1993, pp. 352 y ss. 
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México es un Estado más centralizado que los anteriores, aunque 
desde hace bastantes años se viene pugnando por un "nuevo federa-
lismo" que pretende fortalecer el carácter cooperativo y coordinado 
de las instancias de gobierno. Aunque el sistema federal siempre fue 
-y sigue siendo- un dogma por diversos factores, se produjo durante 
todo el siglo XX un proceso de expansión o ampliación de la órbita 
federal, que se capta fácilmente si examinan las reformas que ha teni-
do el artículo 73 constitucional en su fracción XXIX, en la cual se han 
absorbido por la federación las fuentes de ingresos más jugosas, de-
jando menguados las del gobierno local y municipal.8 
Se observan ahora, sin embargo, algunos síntomas alentadores que 
puede promover la descentralización efectiva en los próximos años: 
programas federales de carácter descentralizador, mejora en el sistema 
de aportaciones y participaciones, participación política y económica 
más visible de los estados, reactivación de los municipios. Más aún, en 
la reciente Convención Nacional Hacendaría se formularon propuestas 
pertinentes que infortunadamente no han prosperado. Como quiera, la 
lucha por un auténtico federalismo y por un municipio más autónomo 
son todavía tareas pendientes en la agenda política mexicana. 
Por último, aunque Venezuela formalmente adoptó un sistema fe-
deral, en la realidad ha funcionado como un Estado bastante centra-
lizado. Es cierto que en 1989, con la Ley de Descentralización, Deli-
8 Para el federalismo mexicano véase Felipe Tena Ramírez "Del federalismo a la fe-
deralización: Trayectoria del sistema federal mexicano", 1977, t. 1, pp. 201-278; Jorge 
Carpizo, "Sistema federal mexicano", 1972, pp. 467-469; Porfirio Marquet Guerrero, 
La estructura constitucional del Estado mexicano, 1975, pp. 345 y ss.; Adolfo Kuri y 
Ma. Eugenia Herrera, "Federalismo teórico y centralismo práctico", 1979; Aarón Se-
gal, "El federalismo y el futuro mexicano", 1976, pp. 14-15; Roberto Ortega Lomelín, 
El nuevo federalismo. La descentralización, 1988, pp. 441 y ss.; Enrique Álvarez del 
Castillo y Urbano Farías, "El federalismo como decisión política fundamental del pue-
blo mexicano", 1990, pp. 51 y ss.; Jacinto Faya Viesca, "Hacia un nuevo federalismo 
y una moderna descentralización en México", 1989, pp. 47 y ss. 
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mitación y Trasferencias del Poder Público, se había iniciado un mo-
vimiento para promover el federalismo y los gobiernos locales. Sin 
embargo, la Constitución Bolivariana de 1999 tiene riesgos para la 
descentralización, pues en ella se ha eliminado el Senado, las com-
petencias impositivas se reservan a una Ley Nacional y la autonomía 
municipal está sujeta a la Ley Orgánica de 2004, algunos de cuyos 
artículos han sido cuestionados jurisdiccionalmente. 
Los estados unitarios 
En los estados unitarios el proceso de descentralización por regla ge-
neral no ha avanzado en el nivel intermedio. Éste se ha convertido en 
un mero articulador del nivel nacional. En un buen número de los 
estados unitarios el diálogo político se presenta entre el gobierno cen-
tral y los municipios. 
Los ejecutivos locales intermedios son designados directamente por 
el ejecutivo nacional en Chile y Bolivia (sin embargo, en este país re-
cién acaba de establecerse la elección directa de prefectos); aun cuan-
do existen ciertos consejos de elección indirecta (departamentales en 
Bolivia y regionales en Chile), que no tienen facultades normativas pero 
participan en la asignación de recursos territoriales y en el control de 
gestión de los funcionarios designados por el Ejecutivo nacional. En 
Perú, el artículo 188 de su reciente Constitución determina que "la 
descentralización es un proceso permanente" que debe imperar en el 
territorio de la República que se divide en regiones, departamentos, 
provincias y distritos, y con la ley de reforma constitucional número 
27680, de 2 de marzo de 2002, se ha iniciado la descentralización que 
está en proceso.9 
9 José Palomino Manchego, "Regiones y municipios del Perú. Marco constitucional 
actual", 2005, pp. 313 y ss. 
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Aunque el artículo 1 º de la Constitución de Colombia declara que 
se organiza "en forma de República, descentralizada con autonomía 
de sus entidades territoriales", y en el artículo 288 constitucional en-
carga a una Ley Orgánica de Ordenamiento Territorial la distribución 
de competencias entre la nación y las entidades territoriales, "lamen-
tablemente, tres lustros después de haberse expedido la constitución, 
aún no se ha expedido dicha ley orgánica", con lo cual el principio 
de autonomía territorial "la gran novedad, sigue aun sin estrenarse". 1º 
En la estructura de Ecuador conviven dos niveles principales: el go-
bierno nacional que constituye un régimen secciona! dependiente, a 
escala provincial a través de gobernaciones, subsecretarías o direc-
ciones, y un régimen secciona! autónomo conformado por los gobier-
nos representativos a nivel provincial, cantonal y parroquial; en los 
últimos años se han expedido diversos ordenamientos para impulsar 
la descentralización que está en proceso. 
Los ciclos descentralizadores 
Ahora bien, tanto las diversas constituciones como las formas de Es-
tado y de gobierno imperantes están hoy más que nunca bajo el peso 
de la economía, las tesis dominantes y la propia globalización. Como 
consecuencia de diversos factores, la mayoría de países latinoameri-
canos en los últimos años democratiza y reforma sus estados me-
diante transformaciones institucionales, políticas y jurídicas, de las 
cuales son parte la descentralización y el fortalecimiento de los go-
biernos subnacionales. A partir de la década de 1980 el presidencia-
10 Néstor Osuna Patiño, "Ficha de Colombia", contribución para el Capítulo de 
América Latina del Informe Mundial sobre Descentralización y Democracia en el 
Mundo (en prensa). 
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lismo autoritario, factor limitante de la descentralización, ha sido 
reemplazado por gobiernos más democráticos que estimulan la elec-
ción popular de las autoridades locales que ahora se eligen por sufra-
gio universal, cuando antes dicho procedimiento sólo se aplicaba en 
contados países. 
Durante las décadas de 1980-1990, la transición democrática se 
combina con las reformas del Estado y la descentralización. Se perci-
be agotado al centralismo, se busca liberalizar las economías y redu-
cir el gasto estatal, considerado ineficiente. Se pueden distinguir dos 
ciclos descentralizadores: uno más económico y neoliberal, otro con 
mayor énfasis en los aspectos sociales y democráticos.11 
Primer ciclo descentralizador 
El primer ciclo descentralizador se desarrolla a partir de la década 
de 1980, en un contexto de crisis de la deuda y alta inflación, por lo 
que se busca reducir el tamaño de la administración central, eliminar 
el déficit fiscal y potenciar el mercado. Las economías sufren fuertes 
ajustes estructurales, se transfiere la prestación de algunos servicios a 
los gobiernos subnacionales y se privatizan otros, incluidas empresas 
estatales. Aunque la situación varía de un país a otro, este primer ci-
clo de políticas no genera los resultados esperados, aunque sí produ-
ce severos problemas sociales, económicos y políticos. 
Segundo ciclo descentralizador 
El segundo ciclo descentralizador se ubica a fines de la década de 
1990, en medio de severas crisis financieras y sociales que afectan a 
países como Argentina, Bolivia, Brasil, Ecuador, México, Perú y Vene-
11 lván Finot, Descentralización en América Latina: teoría y práctica, 2001; Eduar-
do Wiesner, La descentralización, la estabilidad macroeconómica y la integración 
económica regional: Enlaces de política y mecanismos de transmisión, 2003. 
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zuela. Integra estrategias correctoras del paradigma neoliberal, que 
incluyen políticas sociales y mayor preocupación por el desarrollo 
democrático y la participación ciudadana. El movimiento descentra-
lizador es estimulado por el progreso de la gestión de muchos gobier-
nos locales en la región. 12 
Los modelos municipales 
Cualquiera de los estados contemporáneos en función de su historia, 
su geografía y sus particulares características ha establecido un régi-
men local propio para atender de manera más cercana las necesidades 
de los ciudadanos, en la imposibilidad de que los órganos centrales 
puedan hacerlo con la misma inmediatez y eficacia. Es en este contex-
to que se entiende la utilidad del estudio de los modelos municipales, 
ya que sirven a manera de orientación para conocer de qué manera 
organizan y prestan los servicios públicos los gobiernos locales en 
cualquier lugar de nuestro globo. 
Hasta hace algunos años el estudio de la organización local partía 
de dos modelos opuestos, a saber: a) el modelo anglosajón basado en 
el self government, en el cual las entidades locales gozaban de consi-
derable autonomía; b) el modelo francés, de inspiración napoleóni-
ca, que ejercía una fuerte tutela central sobre las entidades locales. 13 
12 Surgen gobiernos locales de gestión paradigmática, como ocurre con Curitiba o 
Porto Alegre, en Brasil; Villa El Salvador, en Perú; Bogotá, en Colombia; Cotacachi 
y Guayaquil, en Ecuador; Santiago de Chile; Mérida, San Pedro Garza García o San 
Nicolás de los Garza, en México; Rafaela en Argentina; o La Paz, en Bolivia, entre 
muchos otros. 
13 Para los modelos municipales, véase: Henry Puget, Les Jnstitutions Administra-
tives Etrangeres, 1969, pp. 21 y ss, y 387 y ss; Fernando Albi, Derecho municipal 
comparado del mundo hispánico, 1955; Luis Marqués Carbó, El municipio en el 
mundo (Europa), 1966, pp. 137 y ss. y 257 y ss. 
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Los Estados que siguen el llamado sistema histórico o anglosajón 
se distinguen porque en ellos persisten viejas modalidades de organi-
zación local, que fueron surgiendo de modo espontáneo con el correr 
de los siglos. Han caracterizado a este sistema como notas sustancia-
les: la variedad, la asimetría y la descentralización (con la salvedad, 
como se dijo, de que esta característica ha disminuido). En los países 
pertenecientes al sistema no hay una fórmula única de gobierno lo-
cal, que se aplique de un modo uniforme a todas las divisiones terri-
toriales de la misma naturaleza, sino diferentes clases de organismos, 
de estructura no coincidente, esparcidos de manera irregular por todo 
su territorio, con una separación muy acusada entre el medio urbano 
y el rural, sometiendo uno y otro a tratamiento distinto. Así sucede en 
muchos países que estuvieron en su origen sujetos al imperio británi-
co, como Estados Unidos y Canadá. 
Bajo el principio fundamental de subordinación del municipio fran-
cés hacia el Estado, el sistema comunal se distingue aquí por las notas 
contrarias: la uniformidad, la simetría y la centralización (esta última 
también atenuada en los últimos años). A diferencia de otras naciones 
donde la tradición ha engendrado variedad de tipos y categorías, el 
municipio se amolda aquí a normas apriorísticas dictadas por el legisla-
dor. El régimen municipal galo se ha proyectado en diversos países eu-
ropeos, como es el caso de España, Italia, Bélgica, Holanda y Grecia; en 
los países hispanoamericanos ha también ejercido notable influencia. 
Curiosamente hoy día ninguno de estos modelos ha manteniendo 
su pureza inicial, aunque sí conservan sus líneas generales. Así, el 
régimen local inglés, que gozó de mucha autonomía, ha estado suje-
to en los últimos años a una fuerte centralización, mientras en las 
entidades locales francesas, sujetas tradicionalmente al poder central, 
se está impulsado de manera decidida la descentralización. 
Por lo demás, en muchos países del mundo la organización local 
ha experimentado también diversos cambios. La aparición del Esta-
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do regional en Italia y España, así como influencias de naturaleza 
diversa en Alemania, han configurado organizaciones locales que 
es conveniente examinar. En Rusia y en los países que estaban suje-
tos hasta hace poco a su influencia, ha desaparecido el llamado 
"centralismo democrático" y se han modificado en buen grado las 
entidades locales. En Estados Unidos han surgido diversas formas de 
gobierno municipal que han logrado ensayarse con éxito en muchas 
ciudades del vecino país. En fin, en varios países latinoamericanos 
ha comenzado a repuntar el federalismo y la autonomía municipal, 
en claro contraste con el acentuado proceso de globalización que 
se vive. 
Formas de gobierno municipales estadounidenses 
En Estados Unidos la erección de municipalidades durante la Co-
lonia era una atribución del poder real, no del Parlamento inglés. Una 
vez que se produce la independencia, las legislaturas locales fueron 
herederas del privilegio real de crear municipalidades, en virtud de 
que la Constitución de 1 787 nada dijo sobre el tema. Hasta después 
de mediados del siglo XIX empezó a generarse una reacción enérgica 
contra situaciones tan perjudiciales, misma que se tradujo en una 
profunda reforma de la organización local estadounidense,14 introdu-
ciéndose la doctrina del home rule o régimen de carta y el merit sys-
tem para el servicio de carrera, aunque éste no se ha logrado plena-
mente. 
Los estados se dividen geográficamente en condados (en Luisiana 
se denominan parroquias). Excepto en Nueva Inglaterra, los conda-
dos constituyen la subdivisión principal de la administración de los 
14 Para una información más detallada sobre el proceso de reforma, ver Austin F. 
Macdonald, Gobierno y administración municipal, 1959, pp. 38 y ss.; Guillermo 
Haro Bélchez, El proceso de reforma, pp. 75 y ss. 
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estados a nivel local. La mayoría de los condados tienen un poder 
legislativo reducido (en Nueva Inglaterra los condados tienen pocas 
funciones, mientras en Connecticut y Rhode lsland carecen de todo 
poder administrativo). Los condados son responsables principalmente 
de la aplicación de las leyes, las carreteras, el registro de documentos 
jurídicos y la protección social. Los condados están gobernados por 
un consejo de supervisores o comisarios, que pueden ser elegidos o 
compuestos por "supervisores" de municipios. Algunos responsables 
del condado, como por ejemplo el sheriff, el fiscal, el county clerk y 
el interventor son también elegidos. 
En este contexto, en varias ciudades de Estados Unidos se han en-
sayado diversas fórmulas de gobierno municipal, encuadradas a su 
particular entorno. Para efectos de clasificación, siguiendo las opinio-
nes de reconocidos estudiosos, señalaremos tres sistemas de gobierno 
principales, a saber: 1) el sistema federal o presidencialista, que se 
basa en el alcalde (mayor) y el consejo, órgano deliberante, está pre-
sente en aproximadamente 51% de las ciudades del país (strong ma-
yor y weak mayor); 2) El sistema de comisión, de cinco miembros 
con funciones normativas y de administración (Galveston 1901) se 
mantiene en alrededor de 6%; 3) el sistema de manager o gerente, 
comisión de cinco a nueve miembros de elección popular y un ma-
nager retribuido nombrado por ésta rige en 43% de las ciudades (Day-
ton, Ohio, pero antes Stauntown, Virginia, en 1908 y Sumter, Carolina 
del Norte).15 
15 Para este régimen, véase Bennett William Munro, The Covernment of the United 
States, 1944; Austin F. Macdonald, Gobierno y administración municipal, 1959: 
Jewell Cass Phillips, Municipal Covernment and Administration in America, 1960; 
Michel Libonati, "Home Rule: An Essay on Pluralism", 1989, pp. 51-71; Kellog 
Monroe Kellog y Moche! Sebree, "One Century of Constitutional Home Rule: A 
Progress Report", 1989, pp. 155-177; Marie-France Toinet, El Sistema Político de los 
Estados Unidos1994; Joaquín Oltra, América para los no americanos, 1996. 
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Las municipalidades canadienses 
En Canadá la Constitución de 1867 sólo instauró dos niveles reales 
de gobierno, federal y provincial, pero la evolución ha hecho que el 
gobierno local adquiera mucha importancia. Como a las provincias 
corresponde la regulación del gobierno local, tal situación significa 
que en este país existen diez sistemas municipales diferentes, aunque 
tengan cierto número de elementos comunes. La unidad de la admi-
nistración local es el municipio, que está constituido en ciudad, villa, 
pueblo, township u otras entidades locales. Los alcaldes y consejeros 
son electos por sufragio universal. Los recursos provienen fundamen-
talmente de la propiedad inmobiliaria y algunos impuestos sobre ne-
gocios, diversiones, licencias, permisos, pero como son insuficientes 
reciben subvenciones de gobiernos provinciales. 
Desde el año 2000 se han hecho reformas importantes en Canadá, 
y en Ontario, Québec o Nueva Escocia, las funciones y mayor exten-
sión territorial de las autoridades locales se han vuelto práctica corrien-
te, con el consecuente ensanchamiento de sus poderes. Cabe subrayar 
que en este país los condados tienen generalmente menos poder que 
los estadounidenses, en tanto los gobiernos de carácter municipal han 
adquirido un nivel predominante en todas las provincias. 
Los municipios latinoamericanos 
En los países latinoamericanos ha prevalecido la herencia del munici-
pio español, a su vez producto de varias influencias históricas, entre 
ellas la romana, visigoda y mozárabe. En nuestras naciones el munici-
pio adquirió un desarrollo sorprendente y se convirtió para los criollos 
en un refugio político por excelencia. Es por ello que el municipio 
adquirió a la hora de la independencia un papel crucial: los cabildos 
se levantan contra la invasión francesa, encabezan los primeros moví-
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mientas emancipadores y sirven incluso de enlace entre las autorida-
des coloniales y los nuevos ejecutivos. 
Municipio y autonomía 
El municipio latinoamericano tiene un sentido democrático que 
encarna en el principio de autonomía municipal; éste ha recibido 
diversas interpretaciones, pero se manifiesta cuando menos en los 
siguientes aspectos: a) autonomía de gobierno o política, que se ejer-
ce a través de una corporación denominada cabildo o ayuntamiento; 
b) autonomía jurídica, porque el ayuntamiento posee autoridad jurí-
dica propia, así como puede expedir reglamentos y realizar otros 
aspectos jurídicos; e) autonomía administrativa, en cuanto tiene una 
estructura propia que se compone de diversas dependencias y unida-
des administrativas encargadas de los servicios públicos, y d) autono-
mía financiera, en virtud de que cuenta con su patrimonio y su ha-
cienda de carácter público. 16 
Desde luego esta autonomía no es absoluta, sino que está sujeta a 
las prescripciones constitucionales, pero sobre todo a la legislación 
que expide el gobierno nacional y en ciertos casos las entidades inter-
medias, las cuales desgraciadamente establecen con frecuencia con-
troles excesivos e interferencias a las actividades municipales. 
El principio de autonomía municipal se ha incorporado a la mayo-
ría de las constituciones y leyes, y cabe esperar que en el futuro se 
des pi iegue de manera todavía más vigorosa. 17 
En esta dirección, el texto argentino de 1853, que se refirió de ma-
nera muy escueta a los municipios en el artículo 5, sólo indicaba que 
16 Hugo Charni (voz 'autonomía'), Enciclopedia jurídica, 1986, t. 1, p. 961; Alfonso 
Nava Negrete, (voz 'autonomía administrativa'), Diccionario jurídico mexicano, 
1992, tomo A-H, p. 275; Héctor González Uribe, (voz 'autonomía política'), Diccio-
nario jurídico mexicano, 1992, tomo A-H, pp. 280-282. 
17Para las constituciones latinoamericanas vigentes, www.juridicas.unam.mx 
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la constitución provincial debía "asegurar el régimen municipal"; aho-
ra se ha reforzado está disposición con la nueva redacción del artículo 
123 constitucional derivado de la reforma de 1994, mismo que señala: 
"Cada provincia dicta su propia constitución, conforme a lo dispuesto 
por el artículo 5º, asegurando la autonomía municipal y reglando su 
alcance y contenido en el orden institucional político, administrativo, 
económico y financiero". Más amplia ha sido la regulación de la cons-
titución mexicana de 1917; particularmente, el artículo 115 que se 
dedica al municipio se ha visto enriquecido notablemente por las re-
formas operadas en 1982, que definió una esfera mínima y de servicios 
para las corporaciones municipales, y en 1999, que elevó al municipio 
a un tercer nivel de gobierno y le reconoció su carácter de verdadero 
poder público. Por último, la Constitución de Guatemala ha tomado 
una posición muy clara a favor del principio de autonomía, en su artí-
culo 253 determina que "los municipios de la República de Guatema-
la son instituciones autónomas", para inmediatamente enumerar los 
diversos elementos que integran dicho principio. 
Otros textos constitucionales latinoamericanos también hacen re-
ferencia al principio de autonomía, así tenemos: Chile, artículo 107, 
párrafo cuarto; Colombia, artículo 311; Panamá, artículos 229 y 230; 
Ecuador, artículo 228; Perú, artículo 191. 
Formas de gobierno municipal 
En los municipios latinoamericanos la forma de gobierno domi-
nante, con algunas excepciones, es el ayuntamiento o cabildo de ori-
gen hispánico, que se compone de un cuerpo colegiado de índole 
deliberante y un órgano de carácter ejecutivo, el alcalde. Las consti-
tuciones de muchos países de la región han recogido está forma de 
gobierno municipal. 
El cabildo es de naturaleza eminentemente democrática, en virtud 
de que toma sus decisiones por voto de la mayoría de sus miembros. 
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Usualmente forman parte del cabildo o ayuntamiento: el alcalde, que 
lo preside y actúa además como representante de la comuna y jefe de 
la administración; el síndico, a cargo de la representación jurídica; y 
los regidores, con la obligación de integrar cabildo, pero a los que 
pueden encomendárseles comisiones específicas. El alcalde y los 
miembros del ayuntamiento son generalmente electos y tienen por 
ello un carácter representativo. 
Como asentamos líneas arriba, existen excepciones a esta forma 
de gobierno municipal, como es el caso en Argentina, Brasil, Cuba y 
algunos países caribeños recientemente independizados. 
En Argentina, precisamente por la escasa mención que se hizo del 
municipio en la Constitución de 1853, las constituciones provinciales 
aprovecharon el vacío y han instituido diferentes formas de gobierno 
municipal: posibilidad de dictarse su propia ley orgánica o de escoger 
su forma de gobierno, parecido al Home rule charte estadounidense, 
en la provincias de Córdoba y Santiago del Estero; gobierno por co-
misión en provincias de Santa Fe, San Luis, Neuquen, la Rioja, Jujuy; 
consejo municipal predominante, o sea, cuerpo colegiado que de su 
seno eligen a un presidente, en Chaco, Río Negro, San Juan y Corriente; 
juntas de fomento en Entre Ríos, Misiones, Catamarca y Tierra del Fue-
go; intendente y consejo deliberante en la mayoría de las provincias. 
En Brasil se ha establecido una forma de gobierno municipal que 
aplica de manera estricta el principio de la división de poderes, en la 
cual los municipios se organizan con base en una ley orgánica, vota-
da en dos turnos y aprobada por dos tercios de los miembros de la 
cámara legislativa municipal (artículo 29 constitucional, encabeza-
do). El gobierno municipal está formado por el Poder Legislativo ejer-
cido por la cámara municipal, en el cual participan los regidores (ve-
readores), y el Poder Ejecutivo ejercido por el alcalde (prefeito), con 
el auxilio de sus secretarios. Los concejales y los alcaldes se eligen 
mediante sufragio universal. 
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Otra excepción es el caso de Cuba, que sigue todavía el periclitado 
modelo socialista. Su constitución establece un paralelismo entre la 
distribución territorial del poder y la asignación de funciones locales. 
Por un lado se asienta en el artículo 102 que el territorio nacional se 
divide en provincias y municipios, mismas que tienen sus correspon-
dientes atribuciones (artículo 102, 105 y 1 06); por otro lado, se otorga 
una gran intervención a las llamadas "asambleas del poder popular" y 
a los consejos populares, éstos últimos que se constituyen en ciuda-
des, pueblos, barrios, poblados y zonas rurales (artículos 103 y 104). 
Representación y mandato municipal 
Estos dos aspectos, representación y mandato, se vinculan con 
los principios de democracia y eficacia municipal, aspectos todos 
en los cuales los municipios latinoamericanos han hecho notables 
progresos. De manera general, los funcionarios representativos de 
los municipios en la región llegan a sus cargos por elección popular, 
y pueden continuar una gestión municipal exitosa si son reelectos a 
través del voto. 
Hacia mediados de los noventa, prácticamente todos los países de 
América Latina y el Caribe habían establecido ya la elección de alcal-
des, excepto Surinam y Guayana. En los niveles intermedios de go-
bierno (departamentos, regiones) el proceso ha sido más lento: en 
2004 sólo la mitad de los países tenían elecciones. Otros cambios 
importantes que han mejorado la autonomía política de los gobiernos 
subnacionales han sido el cambio del método de selección de alcal-
des de indirecto a directo (Chile, 2001; Costa Rica, 2002; Nicaragua, 
1995; Venezuela, 1989). 
El término del mandato de los alcaldes y de los demás funcionarios 
municipales representativos varía según los países; la mayoría se ha 
inclinado a un mandato de cuatro años (varios países centroamerica-
nos, Venezuela, Brasil), pero también los hay con términos de tres 
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años (México), de dos (Cuba, Bolivia), o de cinco (Uruguay y Para-
guay). La reelección del alcalde y los funcionarios representativos por 
regla general está permitida pero tiene sus excepciones, y el caso de 
México es un claro ejemplo de la aplicación rígida del principio de no 
reelección. 
Elementos del municipio. Entidades submunicipales 
Los gobiernos y administraciones subnacionales de Latinoamérica 
son sumamente heterogéneos. Entre los gobiernos intermedios esta-
dos, provincias o departamentos, algunos poseen poblaciones y ca-
pacidades productivas que superan la de ciertos países -como ocurre 
con Sao Paulo o Buenos Aires-, en tanto otros son pequeños y econó-
micamente pobres. 
Por su parte, casi 90% de los 16 mil municipios de América Latina 
tienen menos de 50 mil habitantes: algunos administran territorios 
muy amplios, otros son de tamaño exiguo. La mayoría enfrenta gran-
des dificultades financieras y restricciones de recursos humanos y téc-
nicos para ejercer plenamente sus competencias. 
En tales condiciones, para crear a los municipios latinoamericanos 
se exigen en la legislación ciertos elementos indispensables, como son 
una porción territorial mínima, población suficiente, y capacidades 
económicas, sociales y políticas que le suministren una adecuada con-
sistencia institucional. Pese a ello, es frecuente en la práctica que por 
factores o presiones de diversa índole se establezcan municipios sin sus 
elementos necesarios, produciéndose lo que se ha denominado "pul-
verización" o "atomización" municipal, que luego plantea diversos 
problemas en la prestación de servicios municipales o incluso de coor-
dinación con las instancias de gobierno intermedias o nacionales. 
De este modo, como resultado de la ampliación de la autonomía, 
en Brasil se incentivó el número de municipios: del total de 5 560 
entidades, 1 069 se crearon entre 1990 y 2001, lo cual motivó la en-
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mienda constitucional 15/96, para precisar requisitos en la formación 
de municipios. México tiene actualmente 2 438 municipios y padece 
en varios de sus estados de pulverización municipal; así, en Oaxaca 
existen 570 municipios, en Puebla 217, en Veracruz 212 y en el Esta-
do de México 124, muchos de ellos sin tener las capacidades para 
desempeñarse como tales. En algunos estados unitarios también pare-
ce existir el problema de la fragmentación municipal; en este caso 
Colombia tiene 1 098 municipios, Bolivia 1 384 cantones y Repúbli-
ca Dominicana 151 municipios. 
Para gobernarse en lo interno los municipios latinoamericanos han 
establecido su propia división territorial, creando entidades submuni-
cipales en los ordenamientos jurídicos correspondientes, mismos que 
reciben diferentes denominaciones. Por ejemplo, al lugar donde resi-
de el alcalde y el consejo municipal se le denomina en varios países 
latinoamericanos "cabecera municipal"; por lo regular las entidades 
submunicipales están ubicadas fuera del lugar donde están asentados 
los poderes municipales, y sus pobladores frecuentemente reciben un 
tratamiento menos preferente. 
Para enfrentar tal situación es muy necesario que la descentraliza-
ción y el espíritu democrático lleguen también a las entidades submu-
nicipales, de ahí que en varios países se hayan hecho experimentos 
interesantes, e inclusive a tales entidades se les considera como un 
cuarto nivel de gobierno. 
De esta manera, en México los estados se fragmentan usualmente 
en diversas entidades submunicipales, a las que en varios de ellos se 
les otorga participación democrática. En el Estado de Tlaxcala se ha 
introducido una innovación de gran éxito a través de la figura del pre-
sidente municipal auxiliar, electo popularmente para estar al frente de 
las comunidades submunicipales. Una experiencia similar se produjo 
en el estado de Tabasco, donde se crearon centros integradores para 
las comunidades municipales. 
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En Brasil, en algunos municipios del país, sobre todo los más gran-
des, hay divisiones administrativas ("distritos" o "sub-prefeituras") como 
en la ciudad de Sao Paulo, donde se cuenta con 31 divisiones del 
ayuntamiento. 
Un sugestivo caso de tutela preventiva se da en Argentina. En la 
constitución de San Luis, artículo 252, inciso 1, para las delegaciones 
municipales (pequeños centros rurales de más de 80 electores que 
dependen del municipio más cercano), el delegado y la autoridad 
municipal elevan al ejecutivo provincial el proyecto de presupuesto y 
de régimen tributario, quien debe atenderlo y, de ser aprobado, sumi-
nistrar los recursos necesarios para su financiamiento. 
El problema ha sido enfrentado en Panamá con la creación de los 
corregimientos. En la constitución, en el título VIII, Regímenes Munici-
pal y Provincial, se señala que los representantes de los corregimientos 
-los cuales se eligen por votación popular directa para un periodo de 
cinco años y pueden ser reelectos- devengan una remuneración que 
será pagada por el tesoro nacional o municipal, según determine la ley. 
En cada corregimiento habrá una junta comunal presidida por el repre-
sentante de corregimiento, el corregidor y cinco ciudadanos. En cada 
distrito hay un consejo municipal que integran el alcalde, los corregi-
dores y los representantes de corregimiento. Por último, en cada pro-
vincia funcionará un consejo provincial integrado por todos los inte-
grantes del corregimiento y demás miembros que la ley determine. 
Las ciudades y las áreas metropolitanas 
En la actualidad más de la mitad de la población latinoamericana 
habita en ciudades con población de más de un millón de habitantes. 
Existen 50 ciudades de ese tamaño y cuatro de ellas están entre las 
diez ciudades más pobladas del mundo: Sao Paulo (17.8 millones de 
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habitantes), Ciudad de México (16.7 millones), Buenos Aires (12.6 
millones) y Río de Janeiro (10.6 millones). Otras tres urbes poseen 
poblaciones de más de cinco millones (Bogotá, Lima y Santiago de 
Chile) y varias superan los tres millones (Belo Horizonte, Salvador 
de Bahía, Fortaleza, Porto Alegre y Recife, en Brasil; Caracas en Ve-
nezuela; Santo Domingo en República Dominicana; y Monterrey y 
Guadalajara en México). Hay también un gran número de ciudades 
de tamaño intermedio-entre cien mil y un millón de habitantes- con 
un dinamismo demográfico y económico notables. 
En tales condiciones, la mayoría de las grandes ciudades de Amé-
rica Latina y el Caribe se han extendido sobre territorio que supera los 
límites jurisdiccionales de los municipios de origen. Hoy un gran nú-
mero de ciudades tienen mercados laborales y de servicios que se 
extienden sobre el territorio perteneciente a varios municipios, y en 
algunos casos de más de un estado u provincia -entre ellos Buenos 
Aires, la Ciudad de México o ciudades brasileñas como Sao Paulo. 
Capitales y grandes ciudades 
El origen de estas concentraciones urbanas empezó a generarse a 
principios del siglo XX, usualmente como la sede del gobierno nacional 
o de las principales actividades productivas, fenómeno que ha dado 
lugar a que se establezcan regímenes especiales para las capitales de 
las naciones latinoamericanas o para sus áreas metropolitanas. 
En varias ciudades capitales se han establecido regímenes especia-
les de gobierno, y en este caso tenemos las siguientes: Buenos Aires 
está regulada por la Ley Especial 24.588, que establece un régimen 
de gobierno autónomo para la ciudad; su Jefe de Gobierno y asam-
blea son elegidos por el pueblo; Bogotá dispone de un régimen espe-
cial establecido por el decreto ley 1421 de 1993, funciona como ca-
pital de la República y del departamento de Cundinamarca; Quito 
tiene régimen especial establecido por ley de 1993, misma que lo 
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organiza como distrito metropolitano; la Ciudad de México tiene su 
propio Estatuto de Gobierno, aprobado en 1994, además de que en 
ella coexisten el gobierno federal y el gobierno local. 
Las áreas metropolitanas 
La gran concentración urbana no sólo se presenta en las ciudades 
capitales, sino también en otras metrópolis que no tienen tal jerar-
quía política, fenómeno que ha motivado regulaciones sobre áreas 
metropolitanas y programas para atenderlo. El fenómeno de las me-
trópolis dista mucho de haber sido resuelto en América Latina, donde 
las grandes ciudades están requiriendo mejores modelos de goberna-
bilidad administración y sustentabilidad. 18 
Las áreas metropolitanas pueden estar o no formalmente regula-
das: el área metropolitana de Montevideo está integrada por los de-
partamentos de Montevideo, Canelones, Florida y San José; el área 
metropolitana de Santiago de Chile está dividida en 52 comunas, con 
dificultades de coordinación; y en varios países centroamericanos 
(Guatemala, San José, Panamá) existen importantes áreas metropolita-
nas, que todavía carecen de concreción institucional. 
Dado su gran tamaño, la mayoría de las grandes ciudades de Amé-
rica Latina y el Caribe abarca varios territorios municipales, y en algu-
nos casos más de un estado o provincia. La Ciudad de México y su 
zona metropolitana -definida en 1995- se extienden sobre 41 muni-
cipios ubicados en el Estado de México, además del Distrito Federal. 
Buenos Aires cubre el territorio de la ciudad autónoma de Buenos 
Aires y el de 32 municipios de la provincia de Buenos Aires; el Gran 
Santiago (Chile) integra 39 municipios, y Sao Paulo (Brasil) cuenta 
con 39 prefeituras. 
18 Eduardo Rojas, Juan Cuadrado, y José Miguel Fernández, Gobernar las metrópo-
lis, 2005, pp. 120 y SS., 183, 259, 464 y SS. 
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La gestión territorial 
La gestión territorial de las grandes ciudades constituye un proble-
ma mayor. Si bien varias ciudades capitales latinoamericanas, como 
ya se dijo, poseen regímenes especiales -entre ellas Bogotá, Buenos 
Aires, Caracas, Lima, México o Quito-, son pocas las que tienen un 
gobierno metropolitano para gestionar de modo integrado el territorio 
urbano. Entre estas últimas está la Municipalidad Metropolitana de 
Lima, dotada de un régimen especial con facultades y competencias 
de gobierno regional de la Provincia de Lima; 19 el Distrito Metropoli-
tano de Quito, creado por ley en 1993, y el Distrito Metropolitano de 
Caracas, creado en 2000.2º En Montevideo, el gobierno nacional crea 
recientemente un Consorcio Metropolitano que integra a las inten-
dencias municipales de Canelones, Montevideo y San José, con dos 
millones de habitantes. En la mayoría de las áreas metropolitanas sólo 
operan mecanismos de coordinación de incidencia limitada. 21 
En América Central también existen algunas instituciones de coor-
dinación como la Corporación del Área Metropolitana de San Salva-
19 Región Metropolitana de Lima creada por art. 33º Ley Nº 27783 de Bases de 
la Descentralización; Art 65° y siguientes Ley Orgánica Nº 27867 de Gobiernos 
Regionales; Art 151º Ley Orgánica Nº 27972 de Municipalidades. El alcalde de 
Lima Metropolitana ejerce como presidente regional, órgano ejecutivo; el Concejo 
Metropolitano de Lima ejerce como Consejo Regional, órgano normativo y fiscali-
zador, y la Asamblea Metropolitana de Lima -integrada por el alcalde metropolita-
no y los alcaldes distritales-; representantes de la sociedad civil son el Consejo de 
Coordinación Regional, órgano consultivo y de coordinación. 
20 Quito cuenta con una configuración relativamente descentralizada, dotada de 
un Consejo y un alcalde metropolitano con responsabilidad sobre la mayor parte 
del territorio. Caracas dispone de un sistema de gobierno municipal de dos niveles 
con un alcalde metropolitano y un Consejo legislativo elegido, cubriendo las zonas 
del Libertador (el distrito federal de Caracas fue eliminado) y las municipalidades del 
vecino estado de Miranda. 
21 Como el Comité Ejecutor del Plan de Gestión Ambiental y Manejo de la Cuenca 
Hídrica Matanza-Riachuelo en Buenos Aires o experiencias de cooperación inter-
institucional como la Cámara ABC de Sao Paulo (Sto. André, Sao Bernardo, Sao 
Cayetano). 
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dar (Coamss) y la Federación Metropolitana de Municipalidades de 
San José (Femetrom), cuya finalidad se limita a la planificación y el 
ordenamiento territorial. 
Dada la alta complejidad de los problemas urbanos y territoriales, 
varios países ensayan políticas de reordenamiento territorial. Otros -
como Argentina, Bolivia, Brasil, Colombia, Ecuador y ciertas naciones 
de América Central- promueven la creación de mancomunidades y 
otras formas asociativas para ayudar a resolver el problema del peque-
ño tamaño de muchos municipios, lo que limita su capacidad de res-
puesta efectiva a las demandas de sus comunidades y ciudadanos. 
En Bolivia funcionan 70 mancomunidades municipales de desa-
rrollo y prestación de serv:cios. En Argentina existen 72 entes inter-
municipales que agrupan a 770 gobiernos locales en 22 provincias, 
orientadas a promover el desarrollo económico microregional, el de-
sarrollo turístico y la preservación del medio ambiente. En Ecuador 
operan 20 mancomunidades con más de 100 municipios22 y se ha 
establecido un número similar de formas asociativas entre entes pro-
vinciales, regionales y micro regionales para impulsar el desarrollo. 
En Chile funcionan más de 60 asociaciones regionales, subregionales 
y sectoriales de municipios. En Colombia existen 44 asociaciones de 
municipios -las cuales representan a 454 gobiernos locales- que tra-
bajan conjuntamente en la prestación de servicios públicos, ejecutan 
obras o realizan funciones administrativas delegadas por los munici-
pios asociados. 
22 Ej~mplo en Ecuador: la Mancomunidad de Municipalidades para la Rehabili-
tación del Ferrocarril Ecuatoriano, creada mediante convenio suscrito en junio del 
2005, por 33 municipalidades. 
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